
I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
11589 Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no 

discriminación.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 

siguiente ley:

PREÁMBULO

I. Marco regulatorio

El artículo 14 de la Constitución de 1978 proclama el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación, citando como motivos especialmente rechazables el nacimiento, la raza, 
el sexo, la religión u opinión, y prohibiendo la discriminación por cualquier otra 
circunstancia personal o social. Además, el apartado segundo del artículo 9 establece la 
obligación de los poderes públicos de promover las condiciones y remover los obstáculos 
para que la igualdad del individuo y de los grupos en los que se integra sea real y 
efectiva. Así, la no discriminación se constituye como un complemento del derecho a la 
igualdad y como garantía del disfrute de todos los derechos fundamentales y libertades 
públicas. Su vinculación inmediata con la dignidad de la persona, uno de los 
fundamentos, según el artículo 10 de la Constitución, del orden político y de la paz 
social, expresa además el carácter necesario de la igualdad como elemento esencial 
para la construcción de una sociedad cada día más justa.

Asimismo, la no discriminación se articula como un principio básico de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1948. Dentro del marco de Naciones Unidas hay que destacar también dos 
importantes instrumentos jurídicos adoptados en 1966, el Pacto de Derechos Sociales, 
Económicos y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo 
artículo 26 configura la no discriminación como un derecho de carácter autónomo y general.

De igual modo, resulta necesario citar otras Convenciones de las Naciones Unidas 
para evitar la discriminación en distintos campos, tales como la Convención Internacional 
para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, la 
Declaración sobre la Eliminación de todas las Formas de Intolerancia y Discriminación 
fundadas en la Religión o las Convicciones de 1981, la Convención sobre los Derechos 
del Niño de 1989 y la Convención Internacional sobre los derechos de las personas con 
discapacidad de 2007. La Organización Internacional del Trabajo, organismo 
especializado de las Naciones Unidas, ha elaborado importantes normas relativas al 
derecho a la igualdad y no discriminación, como el Convenio 100 sobre igualdad de 
remuneración de 1951 o el 111 sobre discriminación en materia de empleo y ocupación 
de 1958. Por otro lado, en relación con la edad, la Asamblea General de Naciones 
Unidas adoptó en 1991 los principios de Naciones Unidas a favor de las personas de 
edad, que enumera 18 derechos de las personas mayores, incluido un trato digno. En 
este mismo sentido, el Consejo de Derechos Humanos adoptó también en 2010 la 
Resolución 21/23 referente a los derechos humanos de las personas de edad, en la que 
hace un llamamiento a todos los Estados para garantizar el disfrute pleno y equitativo de 
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Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil 
determinación, la legitimación para instar acciones judiciales en defensa de 
derechos o intereses difusos corresponderá a la Autoridad Independiente para la 
Igualdad de Trato y la No Discriminación, a los partidos políticos, los sindicatos y 
las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos más representativos, 
así como a las organizaciones de personas consumidoras y usuarias de ámbito 
estatal, y a las organizaciones, de ámbito estatal o del ámbito territorial en el que 
se produce la situación de discriminación, que tengan entre sus fines la defensa y 
promoción de los derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley 
integral para la igualdad de trato y la no discriminación, sin perjuicio en todo caso 
de la legitimación individual de aquellas personas afectadas que estuviesen 
determinadas.

La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual 
y acoso discriminatorio.»

Dos. Se modifica el apartado 7 del artículo 60, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«7. En aquellos procesos en los que la parte actora alegue discriminación y 
aporte indicios fundados sobre su existencia, corresponderá a la parte demandada 
la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, 
de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, de oficio 
o a instancia de parte, podrá recabar informe de los organismos públicos 
competentes en materia de igualdad.»

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Se añade un nuevo apartado 3 bis en el artículo 77 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con 
la siguiente redacción:

«3 bis. Cuando el interesado alegue discriminación y aporte indicios 
fundados sobre su existencia, corresponderá a la persona a quien se impute la 
situación discriminatoria la aportación de una justificación objetiva y razonable, 
suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano administrativo 
podrá recabar informe de los organismos públicos competentes en materia de 
igualdad.»

Disposición final quinta. Modificación del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

Se modifica la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal, en los siguientes términos:

Uno. Se añade al artículo 18.3 un nuevo párrafo en los siguientes términos:

«En las Fiscalías Provinciales existirá una Sección contra los delitos de odio, que 
coordinará o en su caso asumirá directamente la intervención del Ministerio Fiscal en 
los procedimientos penales relacionados con los delitos de odio y discriminación. En la 
Sección contra los delitos de odio deberá llevarse un registro de los procedimientos 
que se sigan relacionados con estos hechos, que permitirá la consulta de los Fiscales 
cuando conozcan de un procedimiento de los que tienen atribuida la competencia al 
efecto en cada caso procedente. Estas Secciones podrán constituirse en las Fiscalías 
de las comunidades autónomas cuando sus competencias, el volumen de trabajo o la 
mejor organización y prestación del servicio así lo aconsejen.»
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